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Radicado: 11001-03-15-000-2021-05829-00
Demandante: Oscar Salazar Duque

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

MAGISTRADA PONENTE: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá D.C., siete (7) de septiembre de dos mil veintiuno (2021)

Referencia: 
ACCIÓN DE TUTELA
Radicación:
11001-03-15-000-2021-05829-00
Demandante:
OSCAR SALAZAR DUQUE
Demandados:
CONSEJO DE ESTADO – SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN B
Temas: 
Tutela contra providencia judicial  

AUTO ADMISORIO

I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud de amparo

1. Con escrito enviado por correo electrónico el 31 de agosto de 2021
 al buzón web  del aplicativo de Tutelas y Habeas Corpus de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
, el señor Oscar Salazar Duque, actuando en nombre propio, ejerció acción de tutela
 contra el Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B, con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales al debido proceso, de acceso a la administración de justicia, a la igualdad, a la “reparación integral” y a los “precedentes jurisprudenciales”.  
2. El accionante consideró vulneradas las referidas garantías constitucionales, con ocasión de la sentencia proferida por el Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B, el 25 de septiembre de 2020, mediante la cual se modificó el fallo dictado por el Tribunal Administrativo del Tolima, el 18 de junio de 2014, a través del cual se accedió a las pretensiones de la demanda que presentó el señor Oscar Salazar Duque en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Gobernación del Tolima, la E.S.E. Hospital Federico Lleras Acosta de Ibagué y el señor José Raúl Reyes Cuellar.  
3. Con base en lo anterior, la parte actora solicitó el amparo de los derechos fundamentales invocados y, en consecuencia, pidió:

“(…)

2.2. ORDENAR AL EL H. CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN B- MAGISTRADO PONENTE: CÉSAR PALOMINO CORTÉS- Bogotá, D. C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) Radicado 73001-23-33-000-2013-00499-02 Número interno: (2618-2014 incorporado al radicado 3852-2014) Actor: Oscar Salazar Duque Demandados: Departamento del Tolima, E.S.E. Hospital Federico Lleras Acosta, José Raúl Reyes Cuellar Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho- Ley 1437 de 2011, DICTAR UNA NUEVA DECISIÓN, EN LA QUE SE ANALICE, DE FORMA ÍNTEGRA, EL MATERIAL PROBATORIO, A EFECTOS DE DEMOSTRAR LA CULPA DE LA ENTIDAD CONDENADA EN LA INTERVENCIÓN POR LA SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD DEL HOSPITAL FEDERICO LLERAS ACOSTA DE LA CIUDAD DE IBAGUÉ, ORDENANDO LA REPARACIÓN INTEGRAL DE OSCAR SALAZAR DUQUE, SIN DESCONTAR EL TÉRMINO DE DICHA INTERVENCIÓN.

(…)”

II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia

4. El Consejo de Estado es competente para conocer de la demanda presentada por el señor Oscar Salazar Duque, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto Ley 2591 de 1991 y el numeral 7° del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 333 de 2021.
5. Lo anterior, por cuanto la acción de tutela se dirige contra el Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B y le corresponde a las demás Secciones y Subsecciones de esta Corporación conocer de las solicitudes de amparo que se promuevan contra alguna de las autoridades judiciales que componen el máximo Tribunal de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
6. Igualmente, este Despacho como integrante de la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para pronunciarse sobre la admisión de la demanda de tutela, en virtud de lo dispuesto en el artículo 35 del Código General del Proceso, aplicable al trámite del vocativo de la referencia por la remisión establecida en el artículo 2.2.3.1.1.3. del Decreto 1069 de 2015.
2.2. Solicitud probatoria

7. La parte actora en el acápite “6.9. SOLICITUD DE PRUEBAS” de la demanda, solicitó:

“Solicito se oficie a la Relatoría de la Secretaría de la Sección Segunda del H. Consejo de Estado para que envié con destino al expediente de la presente acción de tutela, alguna sentencia de dicha corporación sobre nulidad de declaraciones de insubsistencia en donde se ordene a título de indemnización de la totalidad de los salarios y demás adehalas dejadas de devengar desde la declaratoria de insubsistencia hasta el reintegro efectivo, de los último 10 años.

De igual manera, algunas sentencias de los último 10 años en donde se haya ordenado designar a una persona en un concurso de méritos, con la orden de cancelarle igualmente los salarios y otros dejados de devengar durante el término en que no pudo desempeñar el cargo al cual se ordena designar. Lo anterior, para demostrar la existencia de precedentes jurisprudenciales similares al que nos ocupa en la presente acción de amparo.” 

8. En virtud del artículo 29 de la Constitución Nacional, el derecho al debido proceso se erige como uno de los pilares fundamentales de la administración de justicia y en él se contempla, a su vez, el principio de contradicción y defensa, presente en todo proceso judicial. De otra parte, dicha garantía involucra una serie de principios rectores entre los que se encuentra la celeridad, oportunidad y publicidad, entre otros, que han de regir en los procesos constitucionales.

9. Por otro lado, los autores modernos del derecho probatorio resaltan que la finalidad más importante que debe caracterizar la actividad probatoria “es llevar probanzas que presten algún servicio en el proceso para la convicción del juez”
, razón por la cual, si una prueba que se pretende aducir no cumple con dicho requisito, debe ser rechazada de plano. 
10. Lo anterior encuentra sustento normativo en la acción de tutela en los artículos 169 y 168 del Código General del Proceso, aplicables al caso por remisión expresa del artículo 2.2.3.1.1.3 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 333 de 2021, que establecen que: i) el juez podrá rechazar, mediante providencia motivada, las pruebas ilícitas, las notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles y ii) las pruebas pueden ser decretadas a petición de parte o de oficio cuando sean útiles para la verificación de los hechos relacionados con las alegaciones de las partes.

11. Así mismo, quien solicite al juez el decreto de una prueba debe cumplir con una carga argumentativa mínima con la que: i) sustente los supuestos fácticos concretos que pretende acreditar a través de los elementos de convicción cuyo decreto pretende del juez constitucional; y ii) las razones por las cuales considera que los que solicitó cumplen con los presupuestos de conducencia, pertinencia y utilidad para llevar al juez al convencimiento de que los hechos que relata son ciertos.

12. En el caso concreto, el accionante aseguró que sus derechos fundamentales al debido proceso, de acceso a la administración de justicia, a la igualdad, a la “reparación integral” y a los “precedentes jurisprudenciales”, con ocasión de la sentencia proferida por el Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B el 25 de septiembre de 2020.

13. El señor Oscar Salazar Duque consideró que la autoridad judicial accionada incurrió en un defecto fáctico, porque no valoró adecuadamente las pruebas aportadas al proceso, y en desconocimiento del precedente, debido a que no tuvo en cuenta “lo expuesto en múltiples providencias” en relación con la manera de calcular la indemnización de una persona que dejó de percibir salarios y prestaciones sociales “con ocasión de una desvinculación ilegal”.

14. En ese sentido, este Despacho advierte que no le corresponde a la Relatoría de la Sección Segunda del Consejo de Estado identificar las sentencias en las que se hayan establecido reglas de decisión vinculantes para resolver la controversia planteada en el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho en el que se profirió la providencia censurada.

15. En efecto, si el señor Oscar Salazar Duque considera que el Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B desconoció “lo expuesto en múltiples providencias”, le corresponde a él cumplir con la carga de identificar los pronunciamientos que presuntamente se desconocieron y argumentar la razón por la cual debían aplicarse a su situación jurídica.

16. Las oficinas de relatoría de esta Corporación no fueron instituidas para suplir las falencias en las que incurren una persona al momento de formular una acción de tutela contra providencia judicial, su función es administrar un sistema de información, que contiene providencias judiciales, el cual puede ser consultado por funcionarios del Consejo de Estado, como también de cualquier persona
.

17. Así las cosas, se negará la solicitud probatoria de la parte actora.

2.3. Admisión de la demanda

18. Por reunir los requisitos exigidos por el artículo 14 del Decreto Ley 2591 de 1991 y de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1° del Decreto 333 del 2021, se dispone:

PRIMERO: ADMITIR la demanda presentada por el señor Oscar Salazar Duque, en ejercicio de la acción de tutela. 
SEGUNDO: NEGAR la solicitud probatoria formulada por el señor Oscar Salazar Duque.

TERCERO: NOTIFICAR de la existencia de la presente acción a los Magistrados del Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B, como autoridades judiciales accionadas, para que en el término de tres (3) días, contados a partir de la notificación de esta providencia, se refieran a sus fundamentos y puedan allegar las pruebas y rendir los informes que consideren pertinentes.

CUARTO: VINCULAR en calidad de terceros con interés, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto Ley 2591 de 1991, al Tribunal Administrativo del Tolima, a la Gobernación del Tolima, a la E.S.E. Hospital Federico Lleras Acosta de Ibagué y al señor José Raúl Reyes Cuartas.

Lo anterior, para que, si lo consideran pertinente, en el término de tres (3) días, contados a partir de la notificación de esta providencia, puedan intervenir en el trámite constitucional del vocativo de la referencia, por cuanto existe la posibilidad de resultar afectados con la decisión que se adopte.

QUINTO: OFICIAR al Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B y al Tribunal Administrativo del Tolima, para que alleguen copia digital, íntegra, del expediente del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho con radicado 73001-23-33-000-2013-00499-02, en el término de tres (3) días, contados a partir de la notificación de esta providencia.
SEXTO: OFICIAR a las Secretarías Generales del Consejo de Estado y del Tribunal Administrativo del Tolima, para que publiquen en sus respectivas páginas web copia digital de la demanda de tutela, de los anexos que la acompañan y de esta providencia, con el fin de que cualquier persona que tenga interés conozca de los referidos documentos y pueda intervenir en el trámite constitucional de la referencia 

SÉPTIMO: ADVERTIR a las autoridades oficiadas que, de no cumplirse con los requerimientos hechos, se utilizarán por este despacho las potestades correccionales que le confiere el artículo 44 de la Ley 1564 de 2012. 
OCTAVO: TENER como pruebas, con el valor legal que le corresponda, los documentos relacionados y traídos con la demanda.
NOVENO: NOTIFICAR a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los términos y para los efectos previstos en el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012.

DÉCIMO: ENVIAR copia digital e íntegra de la demanda de tutela, de los anexos que la acompañan y de esta providencia, a las autoridades accionadas y a los terceros con interés, con el fin de que puedan ejercer su derecho de defensa.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada
� Folio 1 del expediente digital de tutela.


� La acción de tutela fue enviada al buzón web � HYPERLINK "mailto:tutelaenlinea@deaj.ramajudicial.gov.co" �tutelaenlinea@deaj.ramajudicial.gov.co� 


� El 2 de septiembre de 2021, la Secretaría General del Consejo de Estado asignó por reparto a este Despacho la solicitud de amparo del vocativo de la referencia.


� Folio 11 de la demanda de tutela.


� Manual de Derecho Probatorio, Jairo Parra Quijano, Pg. 156.


� Cualquier persona puede acceder al sistema de información de las relatorías del Consejo de Estado, a través del link: � HYPERLINK "http://190.217.24.55:8080/WebRelatoria/ce/index.xhtml" �http://190.217.24.55:8080/WebRelatoria/ce/index.xhtml� 
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